
LA JUSTICIA DURANTE LA
INTERVENCIÓN NORTEAMERICANA

(1916-1924)

Intro duc ción

El período de crisis polí ticas y finan cieras que padeció el país desde
noviembre de 1911 hasta noviembre de 1916, donde se turnaron seis
cortos gobiernos, culminó con la inter ven ción militar del gobierno de
Estados Unidos, lo que implicó un eclipse de la sobe ranía nacional que
duró hasta Julio de 1924, es decir, casi ocho años.

La polí tica inter ven cio nista de los gobiernos de Washington, la cada vez
mayor impor tancia estra té gica del Mar Caribe, las cons tantes revueltas
locales en Repú blica Domi ni cana, fueron algunos de los factores que indu -
jeron a Estados Unidos a someter a los domi ni canos a una inter ven ción
militar.

Los argu mentos que utili zaron los nortea me ri canos para justi ficar esa
inter ven ción militar fueron amplia mente reba tidos por los nacio na listas
domi ni canos e inter na cio na listas de todo el conti nente. No hubo jurí di ca -
mente ninguna razón válida que diera visos de lega lidad a esa inter ven -
ción.626 La lega lidad y el derecho inter na cional fueron aban do nados y la
Repú blica Domi ni cana se vio some tida a una ocupa ción militar de extrañas 
carac te rís ticas.
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En efecto, la ficción de una nación inde pen diente se mantuvo: Las

auto ri dades nortea me ri canos dictaron leyes y reso lu ciones a nombre de la

Repú blica Domi ni cana. Los empleados públicos nacio nales y muni ci pales

se mantu vieron en su mayoría; los jueces conti nuaron dictando senten cias

“En Nombre de la Repú blica”, la bandera nacional ondeaba en edifi cios

públicos y casas privadas, todo como si el gobierno fuera legí timo. El

Gober nador Militar, que susti tuyó al Presi dente de la Repú blica, era

nombrado por el Presi dente de Estados Unidos, y ese Gober nador dictaba

dispo si ciones legales bajo el nombre de Órdenes Ejecu tivas. Modi fi caba

leyes dictadas por gobiernos domi ni canos ante riores, inclu sive enmen daba

los códigos. Desig naba a los Secre ta rios de Estado que fueron todos

oficiales de la Marina nortea me ri cana. También tomaba créditos inter na -

cio nales y emitía bonos contra el crédito de la Repú blica. Hasta desig naba

minis tros y cónsules. Ese gobierno esta bleció y suprimió tribu nales y cortes 

marciales, actuando éstas últimas bajo las leyes mili tares de Estados

Unidos. Las dispo si ciones legales de ese Gober nador Militar las dictaba

con este enca be za miento. “En virtud de los poderes de que está inves tido el

Gobierno Militar de Santo Domingo” Para mayor colmo y cinismo, en

muchas de sus dispo si ciones legales citaba algunos artículos de la Cons ti tu -

ción de la Repú blica, como si ésta estu viere vigente.627

La ficción de exis tencia de una nación sobe rana, regida por mili tares de

otra nación sobe rana, no tenía cabida dentro de ninguno de los esquemas

del derecho inter na cional. La Repú blica Domi ni cana no estuvo some tida a

protec to rado, no fue colonia, ni provincia, ni estado de la Unión ameri -

cana. Tampoco hubo una dispo si ción oficial del Congreso nortea me ri cano

ni de su Presi dente que decla rara oficial mente esa ocupa ción. Tan solo se

declaró mediante una Proclama de un Capitán de Navío de la Marina

Nortea me ri cana, llamado H.S. Knapp, dictada desde el buque insignia de

la flota nortea me ri cana del Atlán tico, el USS Olympia el día 29 de
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noviembre de 1916. Esta proclama, tras algunos consi de randos, en su

primera dispo si ción decía:

“DECLARO Y PROCLAMO a todos los que les inte rese que la Repú blica

Domi ni cana, queda por la presente puesta en un estado de ocupa ción militar

por las fuerzas bajo mi mando, y que queda some tida al Gobierno Militar y al

ejer cicio de la Ley Militar, apli cable a tal ocupa ción”.628

La citada Proclama, mas adelante, indi caba que la ocupa ción no impli caba

la destruc ción de la sobe ranía domi ni cana, y que “las leyes domi ni canas pues,

quedarán en efecto siempre que no estén en conflicto con los fines de la ocupa -

ción o con los regla mentos nece sa rios esta ble cido al efecto, y una admi nis tra ción 

legal conti nuará en manos de oficiales Domi ni canos, debi da mente auto ri zados

toda bajo la vigi lancia y la super vi sión de la fuerza de los Estados Unidos que

ejercen en Gobierno Militar”.629

Entre las primeras dispo si ciones legales dictadas por el Gober nador

Militar y que carac te ri zaron la forma de gobierno tota li tario que se esta -

bleció estaban las siguientes: La que esta blecía la censura de prensa, la que

desig naba a cuatro oficiales mili tares a los cargos de Secre ta rios de Estado,

la que suprimía el congreso y las elec ciones nacio nales, la que creaba la

Guardia Nacional domi ni cana coman dada por mili tares nortea me ri canos

y la que ponía bajo la compe tencia de los tribu nales mili tares, las ofensas

contra los miem bros de la Guardia Nacional. En esta última dispo si ción,

dictada bajo el No. 54, se decla raba que “Las ofensas que se cometan en

contra de los miem bros de la Guardia pueden o no ser de un carácter perju di cial

para el Gobierno Militar. En cada uno de dichos casos, el Gobierno Militar

deter mi nará, antes de que se le someta al delin cuente a juicio, el carácter de la

ofensa, y entonces, a su criterio, lo juzgará bien ante un tribunal militar o lo

entre gará a los tribu nales domi ni canos, de acuerdo con las circuns tan cias”.630
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La ante rior dispo si ción convertía al gobierno militar en fiscal y juez al

mismo tiempo, siendo un oficial nortea me ri cano el que decidía si un hecho 

punible sería juzgado por mili tares de ese país en una corte militar al

amparo de las leyes marciales nortea me ri canas, o si el acusado pasaba a los

tribu nales ordi na rios domi ni canos para su juicio bajo los proce di mientos y

leyes nacio nales.

Mas adelante se verá como los tribu nales mili tares, llamados también

cortes marciales o tribu nales pres bo tales, ejer cieron sus funciones y los

casos mas sonados tocante a domi ni canos civiles que de un modo u otro se

oponían a la ocupa ción militar.

Si tua ción del Po der Ju di cial

En lo que se refiere al Poder Judi cial, la proclama del Capitán Knapp decía:

“La admi nis tra ción ordi naria de la justicia, tanto en casos civiles como en

casos crimi nales, por medio de las Cortes Domi ni canas regu lar mente cons ti -

tuidas, no será inte rrum pida, por el Gobierno Militar ahora esta ble cido; pero los 

casos en los cuales un miembro de las Fuerzas de los Estados Unidos forme

parte o en los cuales hayan envuelto desprecio o desafío de la auto ridad del

Gobierno Militar, serán juzgados por un Tribunal esta ble cido por el Gobierno

Militar. Al final de la Proclama, se decía: “Las Fuerzas de los Estados

Unidos en Ocupa ción bajo mi mando actuarán según la Ley Militar que

gobierna su conducta, con debido respeto a los dere chos perso nales de

propiedad, de los ciuda danos domi ni canos y resi dentes y tran seúntes en Santo

Domingo, soste niendo las leyes Domi ni canas, siempre que éstas no conflicten

con los propó sitos para los cuales se emprende la Ocupa ción”.631 

Se ve clara mente pues, al estu diar esta proclama, que las leyes domi ni -

canas tendrían una posi ción subal terna a las leyes mili tares que dictasen las 

auto ri dades. Podría decirse que las ordenes ejecu tivas promul gadas por el

Gober nador Militar nortea me ri cano, primaban sobre las leyes nacio nales,
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y que éstas solo tendrían vigencia donde no fuesen contra rias o en conflicto 

con aque llas. Había pues una subor di na ción de la ley nacional a la ley

marcial dictada por un funcio nario que ni era domi ni cano, ni era electo ni

sujeto a respon sa bi lidad alguna.

La proclama de Knapp no contem plaba nada en torno a los jueces. Sin

embargo, la inten ción original nortea me ri cana era que tendrían facultad

para desig narlos y desti tuirlos. En efecto, en el libro de Sumner Wells, se

narra que cuando el Secre tario de Estado Robert Lansing le enviaba al

Presi dente Wilson el borrador de esa proclama, se incluía un párrafo que

diría: “En caso de mala conducta oficial o por otras causas graves y sufi cientes, 

el Gobierno Militar desti tuirá a cual quier juez u otro oficial de las Cortes de

Justicia, y nombrará su susti tuto en el puesto”. Esta cláu sula no formó parte

de la proclama, pues fue recha zada por el propio Presi dente Wilson, cuando 

dio su auto ri za ción a la inter ven ción en carta a Lansing, conce bida en estos 

términos:

“Mi esti mado Señor Secre tario: Es con profunda repug nancia que doy mi

apro ba ción y auto ri za ción a la acción propuesta, pero tengo la convic ción de que 

es el menor de los males a la vista en esta situa ción perpleja. Por lo tanto, le

auto rizo a dar las instruc ciones consi guientes. He rayado la cláu sula de la

proclama propuesta que auto ri zaría al oficial coman dante a desti tuir jueces y

otros funcio na rios en ciertas circuns tan cias. Quizás llegue a ser nece sario recu -

rrir a medidas tan extremas, pero no juzgo prudente que se haga un anuncio

tan arbi trario en la misma proclama. De Ud. since ra mente, Woodrow

Wilson”.632 

Durante los casi ocho años de esta inter ven ción, los dife rentes gober na -

dores mili tares dictaron un total de 821 Órdenes Ejecu tivas, abar cando

todos los aspectos de la admi nis tra ción de un país. Muchas de esas dispo si -

ciones se refe rían a la orga ni za ción y la admi nis tra ción de la justicia y se

mencionan mas adelante.
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En el 1920, mediante la Orden Ejecu tiva No. 450 el Gobierno Militar

regla mentó la forma de nombrar y susti tuir a los funcio na rios públicos. En

ella se disponía que corres pondía al “Poder Ejecu tivo” la desig na ción de los

altos funcio na rios (Secre ta rios de Estado, Gober nador Provin ciales,

Fiscales y otros miem bros del Minis terio Público. También a “jueces, secre -

ta rios de tribu nales, Alcaldes y Secre ta rios de Alcal días633” Vemos pues que

los jueces, no contem plados en la Proclama de Knapp y que ante rior mente

eran nombrados por el Senado Domi ni cano, serían en lo adelante desig -

nados por el Gober nador Militar.

No obstante, lo que sorprende al estu diar el Poder Judi cial de este

periodo, es la esta bi lidad de los jueces.634 Muy poco movi miento se ve en

esa época. Inclu sive, el Presi dente e la Suprema Corte, Rafael Justino

Castillo, electo en 1916, no sola mente continuó en su alto cargo durante

los ocho años de la inter ven ción ameri cana, sino que se prolongó durante

los ocho años subsi guientes, es decir todo el gobierno cons ti tu cional de

Horacio Vásquez (1924-1930) y hasta el segundo año del gobierno de

Trujillo (1931), ocupando pues esa alta magis tra tura por 15 años conse cu -

tivos. Otro Juez de la Suprema Corte, Manuel de Jesús González Marrero,

que había sido electo en 1912, se mantuvo en ese cargo por 22 años hasta

el 1934. Por su lado, Alberto Arrre dondo Miura, electo Juez de esa misma

Corte en 1908, ocupó su cargo por 12 años, cesando en 1920.

Las desig na ciones de los jueces corres pon dían al Militar encar gado del

Minis terio de Justicia e Instruc ción Pública y no apare cían en Gaceta

Oficial. El público se ente raba por la prensa. Así aparece en la edición del 5 

de marzo de 1919 del Listín Diario: “Ayer ha sido desig nado por el Gobierno

Militar Juez de Primera Instancia de este Distrito Judi cial el Licdo. José

Antonio Jiménez D., inte li gente profe sional de hono rable repu ta ción de
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probidad, ya compro bada en ejer cicio idén tico al frente de la judi ca tura maco ri -

sana. Es una acer tada desig na ción que cele bramos”.635

Cuando Juan B. Pérez renunció a la Presi dencia de la
Corte de Apela ción de Santiago en Mayo de 1920, el
Coronel Marix, Encar gado de la Secre taría de Justicia e
Instruc ción Pública le dirigió esta carta: “Con gran pesar he
reci bido su carta infor mán dome que no sólo usted declina el
nombra miento como juez de la Suprema Corte sino que desea y 
ha deter mi nado reti rarse de la Magis tra tura. Me parece que
usted puede fácil mente comprender que debido a recientes acon -
te ci mientos en Santiago su reti rada de la Magis tra tura daría la 
apariencia que el Gobierno Militar desea rele varlo para poner
allí otro hombre. Desde luego, tal no es el caso. De manera que
tal pensa miento no preva lezca en la opinión pública le suplico
consi derar su deter mi na ción de reti rarse de la Magis tra tura y
aceptar seguir sirviendo en su actual posi ción. No es tiempo
aun para que domi ni canos de indis cu tible repu ta ción por su
honradez, auste ridad y exce lente juicio renun cien a sus respon -
sa bi li dades cuando el pueblo domi ni cano requiere sus servi cios, suyo since ra -
mente, A-T-Marix”.636 Como Pérez insistía en no conti nuar en la Corte de
Santiago, Marix le volvió a escribir en estos términos: “Su atenta comu ni -
ca ción de fecha 18 de los corrientes en la cual tiene a bien presentar su renuncia
del cargo que ocupa en la Magis tra tura Nacional ha sido reci bida en esta Secre -
taría de Estado y de sus parti cu lares se ha tomado la debida nota. Con sincero
pesar deseo mani fes tarle que ante sus enca re cidas instan cias, esta Secre taría
se verá obli gada en breve a aceptar la renuncia a que se hace refe rencia. Se hará
cuantos esfuerzos estén al alance de esta Secre taría por conse guir un indi viduo
capaz de suce derle en el cargo y se espera que usted tendrá a bien conti nuar
ocupán dolo hasta cuando se haya hecho la selec ción de su susti tu ción y que el
Licen ciado Lora (Juan Antonio) se encuentre resta ble cido y en condi ciones de
hacerse nueva mente cargo de sus funciones”.637 Pérez perma neció en el cargo 
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para no dejarlo vacante y al terminar la inter ven ción, el Senado lo reeligió
como Presi dente de la Corte de Apela ción de Santiago. 

Según un listado en la Sección de Justicia, durante el periodo de la

ocupa ción militar hubo unas 43 desig na ciones de jueces, de todas las cate -

go rías, desde jueces de instruc ción hasta los de la Suprema Corte.638

Muchos de esos nombra mientos eran reelec ciones, habida cuenta que los

Magis trados ejer cían sus funciones por cuatro años, bajo la Cons ti tu ción

del año 1908, por lo que al vencerse sus periodos, cesaban en sus funciones

a menos que fuesen reelectos.

La labor de las cortes fue escasa. En los Bole tines Judi ciales del año

1917, consta que en el mes de enero de ese año, la Suprema Corte única -

mente falló un recurso de casa ción. En febrero también decidió un solo

caso. En marzo decidió cuatro casos. En esos mismos períodos, las Cortes

de Apela ción apenas fallaron, en tres meses, diez casos.639

La justicia ordi naria no pareció tener muchos problemas con las auto ri -

dades mili tares e inclu sive coope raron con ella. Así vemos que en junio de

1919, la Comi sión de Recla ma ciones creada por el Gobierno Militar bajo

la Orden Ejecu tiva No. 303, fue jura men tada por la Suprema Corte en

sesión espe cial. Esa Comi sión estuvo compuesta por nortea me ri canos y

domi ni canos y su misión fue analizar las muchas recla ma ciones pecu nia -

rias hechas a los gobiernos ante riores, depu rarlas y dictar laudos para solu -

cio narlas y buscar la forma de irlas pagando. En la jura men ta ción de esa

comi sión estu vieron presentes los mas altos jefes mili tares de la inter ven -

ción, Almi rante Thomas Snowden y Coronel Rufus Lane.640

Hubo casos, sin embargo, de resis tencia. El más sonado, ya citado, fue

el del Presi dente de la Corte de Apela ción de Santiago, Juan B. Pérez,

quien en mayo de 1920 rehusó aceptar la oferta que le hizo el Ministro de
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Justicia Coronel Marix de ocupar una vacancia en la Suprema Corte. Pérez 

no solo no aceptó, sino que renunció a su cargo en Santiago. Su alegato

era que él había sido elegido en 1916 por cuatro años según la Cons ti tu -

ción del 1908. Pérez le informó a Marix que pese a su renuncia conti -

nuaría en el cargo hasta que se hubiere selec cio nado el susti tuto, pero esto

no se hizo y se mantuvo en .sus funciones durante el resto de la ocupa -

ción.641

En lo econó mico, el Poder Judi cial durante este periodo de inter ven ción

extran jera, tuvo su presu puesto sepa rado del de la Secre taría de Justicia e

Instruc ción Pública. Casi la tota lidad del mismo, año tras año, se iba en

sueldos de jueces, secre ta rios, escri bientes, algua ciles de estrado y demás

empleados. El presu puesto del año 1918 adju dicó $508,790.52 al Poder

Judi cial, lo que era el 16% del total presu pues tado para todo el Estado. Los

sueldos mensuales fueron como sigue, para la Suprema Corte, tres cortes

de apela ción, doce juzgados de primera instancia (inclu yendo los jueces de

instruc ción) y 70 alcaldes:642

Suprema Corte. Presi dente $416, sus 5 jueces y el Procu rador General, 

$333, y el Secre tario $100.

Cortes de Apela ción: Presi dente $291. Los jueces $233, el Procu rador

$240 y el Secre tario $80.

Los Juzgados de Primera Instancia tuvieron sueldos dife rentes según

sus cate go rías. En los de Santo Domingo, Santiago, La Vega, San Pedro

de Macorís y Paci fi cador, el Presi dente y el Fiscal perci bían igual sueldo de

$208, el Juez de Instruc ción $150 y el Secre tario $60. En Puerto Plata y

El Seybo, el Juez y el Fiscal ganaban cada uno $200, el Juez de Instruc ción 

$135 y el Secre tario $65. En los demás juzgados de primera instancia, los

sueldos del Juez y el Fiscal eran de $187, el Juez de Instruc ción ganaba

$135 y el Secre tario $60. 
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Los 79 jueces alcaldes perci bían entre $40 y $70 mensuales, según la

impor tancia de su Común. Los secre ta rios de las alcal días ganaban entre

$15 y $40 mensuales.

Para los años subsi guientes, 1919 y 1920 los sueldos no variaron, ni lo

hicieron signi fi ca ti va mente las propor ciones del total para el Poder Judi cial

sobre el Presu puesto General, que osciló entre el 13% y el 16%.

En julio de 1920 el Gobierno Militar aumentó los sueldos mensuales de 

algunos jueces: Los de la Suprema Corte fueron elevados a $350; los Presi -

dentes y Procu ra dores Gene rales de las Cortes de Apela ción subieron a

$350 a y todos los jueces de primera instancia se les elevaron a $233.643

En los presu puestos de los años 1921 y 1922, aparecen nuevos jueces

con la crea ción del Tribunal de Tierras y sus depen den cias. Es de destacar

que para el 1921 al Presi dente del Tribunal de Tierras, que eran un nortea -

me ri cano, se le asignó un sueldo de $625 mensual, Los otros dos jueces de

ese mismo Tribunal tuvieron sueldos de $583 y el Juez de Juris dic ción

Original percibía $500. Vemos así que todos esos jueces tenían sueldos

supe riores al del Presi dente de la Suprema Corte de Justicia cuyo sueldo

mensual era de $416 para 1921 y fue reba jado a $354 para 1922. El

Fiscal ante el Tribunal de Tierras (que luego cambió su nombre por el de

Abogado del Estado) recibía un sueldo de $300, mien tras que los dos

Regis tra dores de Títulos que se esta ble cieron, ganaban $175.644

Los auxi liares de la justicia eran pocos en el periodo estu diado. Según el

Censo Nacional del año 1920, en el país había 138 abogados y 51 nota -

rios. La Univer sidad de Santo Domingo, única exis tente, en ese año

contaba 46 estu diantes inscritos en la Facultad de Derecho.645
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El Colegio de Abogados fue muy activo durante la inter ven ción. La

direc tiva de ese colegio estuvo compuesta así para el año 1920: Presi dente

Lic. Fran cisco J. Peynado, Vice pre si dente Lic. Enrique Henrí quez, Biblio -

te cario, el Lic. Manuel J. Tron coso de la Concha, Teso rero, Ramon O.

Lovatón, Secre tario, Joaquín E. Salazar, Subse cre tario, Eudaldo Tron -

coso de la Concha.646 
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La Jus ti cia y la Inter ven ción, Ca sos

Con un país inter ve nido mili tar mente por tropas extran jeras y un

rechazo gene ra li zado a ese hecho por parte de la pobla ción, no es de

extrañar que hubiera frecuentes y serios choques de juris dic ción entre la

justicia ordi naria domi ni cana y las auto ri dades inter ven toras y su propio

sistema judi cial. Ya se observó que en la proclama de la inter ven ción, el

Capital Knapp seña laba que las leyes domi ni canas esta rían en vigor

“siempre que éstas no conflicten con los propó sitos para los cuales se emprende

la ocupa ción”.

Desde antes de la procla ma ción formal de Knapp hubo conflictos. El

perió dico local Listín Diario rela taba el 4 de octubre de 1916 un problema

que surgió cuando un Mayor de la Infan tería de Marina nortea me ri cano de

apellido Bears, mandó una patrulla a buscar a su despacho al Fiscal de

Santo Domingo Lic. Porfirio Herrera. Este se negó a obedecer ese reque ri -

miento, indi cando a la patrulla que infor mara al Mayor Bears que lo podía

recibir en su despacho en el horario normal de oficina. Al mismo tiempo el

Fiscal informó el hecho al Procu rador General, y éste, junto al fiscal deci -

dieron visitar al Ministro Ameri cano Sr. Russell. Russell se reunió

entonces con el Contral mi rante ameri cano Ponds y ambos llamaron al

Mayor Bears, quien en presencia de todos dijo que había mandado a buscar

al Fiscal de esa manera porque este no quería hablar con él. Mien tras tanto, 

un desta ca mento de soldados estaba en la fiscalía espe rando al Fiscal para

llevarlo espo sado a la oficina del Mayor. El asunto se arregló diplo má ti ca -

mente y el Fiscal no tuvo que cumplir con el reque ri miento del militar,

quien fue amones tado por sus supe riores.647 Pero el hecho es reve lador de

los conflictos que iban a surgir.

Las patru llas mili tares nortea me ri canas come tieron nume rosos atro pe -

llos, causando muertes y heridas. Estaban tratando de desarmar la pobla -
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ción, pero sus excesos provo caron la repulsa general y hasta oficial. Ante

una serie de inci dentes, el Procu rador General de la Repú blica, Castro

Ruiz, se dirigió al General Pendelton, Jefe de las Fuerzas ameri canas, el 26

de octubre 1916, en una carta que decía:

“Señor: La circuns tancia de haberse arro gado las fuerzas mili tares de

ocupa ción facul tades que corres ponden a la policía judi cial de nuestro país, así

como la implan ta ción de la “ley fuga” hasta para las contra ven ciones, medida

ésta última que indu da ble mente no es acon se jada ni tole rada en vuestro país, ni 

para los mayores crímenes, ha dado por resul tado la indig na ción que todo hecho 

arbi trario produce, y de aquí el choque entre los amigos del General Batista y

vues tros soldados, hecho que culminó, como sabéis, en algunas bajas de ambas

partes. De haber sido la policía domi ni cana la que hubiera reali zado la prisión

del General Batista, seme jante coli sión no se hubiere efec tuado; pues no ha sido 

ésta la primera vez que dicho general ha sido redu cido a prisión No todo esto,

señor: desde ese infausto momento, el pueblo ha sido testigo de los mayores

atro pe llos y de las depra va ciones mas injus ti fi cadas. Siempre que un domi ni -

cano cometió un delito cual quiera contra uno de los vues tros, la querella de

ustedes tuvo cumplida satis fac ción. No parece resultar si con los delitos de todo

género come tidos por vues tros soldados, y lo indica la serie de hechos mons -

truosos que conti nua mente se están suce diendo en la ciudad. En nombre de la

ciudad que repre sen tamos, de la moral y la justicia, os invi tamos a que repri -

máis esos hechos, ya que ellos podrían producir graves perjui cios a vuestro

nombre y terrible y perdu rable anatema contra el gran pueblo de que en estos

momentos sois la repre sen ta ción mas alta”.648

Los conti nuos atro pe llos contra domi ni canos, dieron lugar a un repor -

taje de el Listín Diario de fecha 7 de noviembre del 1916, con el titular “La 

Justicia domi ni cana y los mili tares nortea me ri canos”, cuyo texto es el

siguiente:
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“Alar mados por los frecuentes hechos delic tuosos come tidos por soldados

nortea me ri canos, acudió uno de nues tros Redac tores a la Oficina del Procu -

rador General de la Corte de Apela ción, Licdo. Nicolás H. Pichardo, con el

propó sito de inquirir todos cuantos datos fueran posi bles, a fin de calmar la

ansiedad cada vez más creciente del público, que en veces se cree desam pa rado

de toda justicia y, en tal creencia, podría tomar un mal camino de repre sa lias,

produ cién dose conti nuos y dolo rosos choques entre domi ni canos y nortea me ri -

canos. El señor Procu rador nos expresó que, preci sa mente, desde los sucesos

sangrientos acae cidos en Villa Duarte, viene él insis tiendo con toda la debida

energía, en que se dilu ciden tales asuntos y en que les sea apli cado el condigno

castigo a los autores de tales hechos delic tuosos. El Licdo. Pichardo se ha avis -

tado con el Coronel Pend leton, en el deseo de darle forma defi ni tiva a tan deli -

cado asunto, porque entiende el Sr. Procu rador, que ninguno de estos hechos

debe quedar en la impu nidad, toda vez que la Justicia es salva guardia de las

socie dades y en ningún caso, ni por ningún motivo, debe dejar incum plido su

deber. El Coronel Pend leton expresó al señor Procu rador, que él en su calidad de

Jefe de las Fuerzas de ocupa ción y como ciuda dano de un pueblo civi li zado,

hallase viva mente inte re sado en no dejar sin castigo a todo y cada uno de los

soldados o clases que hayan come tido o come tieran delito alguno cuya compro -

ba ción pueda hacerse clara mente. Que la efecto, supli caba a la Justicia Domi ni -

cana, por media ción de su Procu rador, que inme dia ta mente tuviese noticia de

un atro pello o un crimen come tido por indi vi duos de la fuerza a su mando los

trans mi tiese en la forma más concisa y rápida para que las inves ti ga ciones

fuesen para lelas, las de los Jueces de la Repú blica por un lado y la de las auto ri -

dades nortea me ri canos, por otro, para cote jarlas luego, y deducir de ellas la

impu ta ción y castigo consi guientes. Espació su conver sa ción el Sr. Procu rador

insis tiendo en que no quería que ningún hecho unible, ni el más mínimo,

quedase sin sanción. El Licdo. Pichardo nos expresó que él insiste y tiene espe -

ranzas de lograr que en cada caso en que se efectúe un Consejo de Guerra en la

Forta leza o en cual quier otro lugar con objeto de juzgar los delitos come tidos por

soldados ameri canos, sean invi tados miem bros de Minis terio Público con el fin

Historia del Poder Judicial Dominicano

364



de dar cuenta exacta y fide digna de los resul tados, con el propó sito de calmar los 

ánimos y que se sepa que en todo momento que la Justicia no deja de cumplir su

deber”.649

Esos esfuerzos del Minis terio Público domi ni cano lograron que poco a

poco que dismi nu yeran los mayores excesos, por lo menos en el área urbana 

de la capital Pero en el resto del país, y espe cial mente en las áreas rurales,

las redadas, confis ca ciones de armas, prisiones, y hasta muertes de domi ni -

canos, conti nuarán durante todo el período de la ocupa ción militar.

Las cortes pres bo tales, compuestas por uno o mas oficiales de la Infan -

tería de Marina, reci bieron facultad para conocer no solo de los delitos

come tidos por los mili tares, sino que los civiles acusados podían ser

también juzgados por ellos. Las prin ci pales ofensas que esas cortes fallaron

trataban de porte ilegal de armas de fuego, la venta de bebidas alcohó licas a

los marinos y las ofensas verbales y escritas contra el gobierno militar.

Como se había esta ble cido la censura, esos tribu nales mili tares cono cieron

y fallaron casos que afec taban la libertad de prensa. Melvin Knight en su

obra cita. “Hubo muchos casos de perse cu ción a perio distas, oradores, y cono -

cidos escri tores. La supre sión de perió dicos ocurrió un sinnú mero de veces desde 

el año 1916 al 1922. ¡un artículo fue censu rado por mencionar el nombre de

Emma nuel Kant, diciendo que era alemán! Un discurso oficial del Presi dente

del Tribunal de Santo Domingo fue tachado por el lápiz azul del censor. Una

Corte Prebostal sentenció a un hombre a sufrir cinco años de trabajos forza dos-

luego conmu tada esta pena por la del destie rro- porque había hecho circular un

libro escrito por el Presi dente de la Cámara de Repre sen tares de Puerto Rico.

Un prelado español pasó cinco meses ence rrado en un sucio cala bozo, en

Samaná, por haber mencio nado la eficiencia del ejer cito alemán en una conver -

sa ción de sobre mesa, mucho antes de entrar los Estados Unidos en la

guerra”.650
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Hay que mencionar el famoso caso contra el poeta Fabio Fiallo, quien

fue juzgado y conde nado por la corte pres botal por viola ción a lo esta ble -

cido por la Orden Ejecu tiva 385 de enero de 1920, la cual, si bien abolía la

censura previa, casti gaba con prisión a los que inci taran contra el gobierno

militar. Fue conde nado a un año de prisión y multa de dos mil quinientos

peso, perofue puesto en libertad poco después, tras el escán dalo inter na -

cional que causó su prisión. Otros casos de prisión por delitos de prensa

fueron Pele grín Castillo y el poeta Sanabia, también conde nados a prisión

y multa. Américo Lugo fue apre sado y puesto en libertad bajo fianza por el

delito de criticar la inter ven ción en el diario Las Noti cias. Su brillante

defensa ante la Comi sión Militar que lo juzgaba hizo que fuera libe rado sin

sentencia.651 El caso de Cayo Báez fue otro sensa cional. Este campe sino

había sido cruel mente tortu rado en unos inte rro ga to rios por el Capitán

Bucklow, y en poste rior juicio sepa rado, mostró a la Corte de Apela ción de

Santiago las quema duras y heridas en su tórax y frente. El Presi dente de

ese tribunal, Juan B. Pérez indig nado estrelló el Cristo colo cado en el

Estrado y dispuso “se suspende el juicio. No juzgamos a estos hombres infe -

lices instru mentos, hasta que los reos de ése y otros crímenes

sean some tidos y sobre ellos caiga la sanción penal corres pon -

diente”.652

Otros casos de perio distas encar ce lados fueron los de

Julio Arzeno, Rafael Vidal, Diego Henrí quez Valdez y

Rafael Morel, cuyos artículos en perió dicos fueron consi -

de rados “violentos, infla ma to rios, o que tiendan a la hosti -

lidad o a la resis tencia al Gobierno Militar” que es como

cali fi caba la Ley de Censura la viola ción a la misma. 

En 1917 el gobierno militar había creado la Guardia
Nacional Domi ni cana para auxi liarlo a mantener el orden 
público y reclutó jóvenes domi ni canos para posi ciones en
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la misma. Ellos fueron los auxi liares de las tropas ameri canas que perse -
guían a los grupos levan tados en la región Este del país, llamados “Gavi -
lleros” por los domi ni canos y “bandidos” por los nortea me ri canos. Muchos
de esos domi ni canos esca laron posi ciones en la Guardia Nacional. Junto
con sus oficiales nortea me ri canos, come tieron atro pe llos y crímenes. Un
caso, que después se hizo célebre, fue el del joven Teniente Rafael Trujillo,
quien en 1919 fue acusado por una joven campe sina de haberla violado en
el campa nario de una Iglesia. El caso fue visto por una Corte Marcial que
se reunió en San Pedro de Macorís. Estuvo compuesta por siete mili tares y
un Fiscal, quienes junto a un intér prete y un taquí grafo, formaron el
estrado. El acusado se buscó un abogado extran jero de apellido
Larquerque. El resumen del caso fue que durante unas patru llas reali zadas
por la Guardia Nacional en el área de Baya guana en busca de gavi lleros,
Trujillo hizo presos a varias mujeres y mucha chos, parientes de los alzados,
para obli garlos a delatar sus escon dites. Los dete nidos fueron llevados a Los 
Llanos, donde los encar ce laron en la iglesia y Trujillo apro vechó esa
circuns tancia para violar a una muchacha de quince años llamada Isabel
Guzmán. El expe diente del caso es muy inte re sante pues muestra lo meti -
cu loso y buro crá tico que era el sistema de justicia militar nortea me ri cano.
Hubo 18 sesiones, en las cuales se escu charon 20 testigos, muchos de los
cuales se contra de cían entre sí y a veces se retrac taban. Varios mili tares
compa ñeros de Trujillo también fueron oídos como testigos. El caso
terminó con un “descargo por falta de pruebas”.653

El sistema de cortes marciales no permitía apela ciones a instan cias

supe riores, sino lo más que podía hacer el conde nado era pedir una revi sión

de la sentencia a la propia corte que la había dictado. Este sistema contras -

taba marca da mente con el de las cortes marciales normales para juzgar a

mili tares de Estados Unidos, y se apli caba bajo el prin cipio de que se estaba

en un estado excep cional, de guerra y en conse cuencia se usaban las

normas que para ese estado esta ble cían las leyes marciales de ese país.654
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Durante todo el período de la inter ven ción, las cortes marciales se llevaron

a cabo 606 juicios por esos tribu nales, donde se juzgaron no solo los delitos 

come tidos por los mili tares nortea me ri canos y los de la Guardia Nacional,

sino también muchos civiles domi ni canos, como se ha visto arriba.655

En resumen, para le la mente al sistema judi cial previsto por las leyes

domi ni canas, funcionó otro sistema penal, mane jado por oficiales de las

distintas fuerzas mili tares nortea me ri canas, que juzgaban y conde naban a

mili tares y civiles bajo las leyes de guerra, violen tando todos los prin ci pios

de lega lidad y del “debido proceso” que era n tan caro a la demo cracia nortea -

me ri cana. Indu da ble mente, esta dualidad de sistema, creó un enorme

resen ti miento entre los domi ni canos, que vieron que su derecho usual era

susti tuido por un sistema penal arbi trario, extraño y suma mente injusto. 

Le yes so bre la Jus ti cia y el De re cho

El Gobierno Militar fue muy produc tivo en materia de leyes durante los

ocho años que duró la inter ven ción militar nortea me ri cana. En asuntos

que conciernen al derecho y a la justicia, dictó una serie de Órdenes Ejecu -

tivas, algunas de las cuales son de impor tancia y hasta varias de ellas están

vigentes aún (2003). Esas leyes las dictaba el Gober nador Militar nortea -

me ri cano sin pasar por ningún congreso. Muchas fueron elabo radas por los 

propios mili tares y por lo tanto estaban en lenguaje y formato dife rente al

que estaban acos tum brados los domi ni canos. Otras leyes fueron objeto de

estudio por algunos abogados domi ni canos, quienes aseso raban a las auto -

ri dades.

En materia de dere chos humanos y libertad, recién iniciada la inter ven -

ción se dictó una fuerte dispo si ción de Censura de Prensa en la cual “se

prohibe la publi ca ción de expre siones de un carácter violento o infla ma torio, o

que tiendan a dar aliento a la hosti lidad o a la resis tencia al Gobierno Militar”

Igual mente dispuso: “Todo comen tario que se intente publicar sobre la actitud
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del Gobierno de los Estados Unidos, y cual quiera cosa en cone xión con la

ocupa ción, debe ser some tida primero al Censor local para su apro ba ción. No

será permi tida la publi ca ción de ningún comen tario de esa índole sin que haya

obte nido la apro ba ción del censor”.656

En torno a esta censura, Max Henrí quez Ureña escribió: “la Prensa

domi ni cana recibió órdenes de enviar diaria mente al censor los origi nales que

iban a publicar. El director del Heraldo Domi ni cano, Sr. Dimas Frías, publicó

una hoja suelta en la cual decla raba que, por no some terse a la censura, su

perió dico quedaba supri mido, media hora después de circular esa hoja, se le

redujo a prisión. Fue juzgado por el tribual militar y conde nado a una multa, y

se le puso en libertad después de dos días de arresto. Se impidió la circu la ción de 

los perió dicos del extran jero que se refe rían al esta ble ci miento del Gobierno

Militar”.657

Más adelante, dicho autor cita un Memo rándum enviado al Depar ta -

mento de Estado nortea me ri cano el 9 de octubre de 1919, del cual

extraemos estos párrafos: : “Los dos prin ci pales elementos que están en

pugna con el dominio de la libertad civil en la Repú blica Domi ni cana son la

censura y la justicia pres botal. El pueblo domi ni cano no tiene libertad para

expresar su pensa miento, y esto, no solo es un mal sistema, contrario a toda

tendencia educa tiva de verda dero civismo, sino que además mantiene en el

ánimo público el disgusto y la descon fianza con respecto a los fines de la ocupa -

ción militar. Por ejemplo: un discurso doctrinal del Presi dente inte rino de la

Suprema Corte de Justicia, Sr. Castillo, pronun ciado en la aper tura anual de

los Tribu nales, ha sido objeto de muti la ciones y enmiendas por la censura, lo

mismo que cual quier gace tilla de perió dico que lance tal o cual noticia o haga tal

o cual comen tario inocente que el asesor no le parezca opor tuno.658

El Gobierno Militar fue muy severo acerca de las opiniones polí ticas que 

pudieren ser adversas a Estados Unidos. Además de la censura, dictó en
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1920 la Ley No. 572 sobre Sedi ción, que prohibía los discursos y publi ca -

ciones con conno ta ciones anar quistas o bolche vi ques, o que propug nasen

por el derro ca miento del gobierno militar o provo casen intran qui lidad,

desorden o revuelta. La Orden Ejecu tiva 573 castigó como difa ma ción las

expre siones contra el gobierno de Estados Unidos, sus oficiales o funcio na -

rios. Las sanciones quedaron a cargo de los tribu nales mili tares.

En agosto del 1918, la Orden Ejecu tiva No. 201 otorgó a la mujer el

derecho de ejercer la abogacía. Ese mismo año, la primera abogada domi ni -

cana Teresa Paradas recibió su exequatur del Poder Ejecu tivo. 

En 1919 se dictó la Orden Ejecu tiva No. 302 que intro dujo impor -

tantes cambios en la orga ni za ción judi cial. Se modi fi caron los proce di -

mientos para las compa re cen cias y cita ciones ante los fiscales y jueces de

instruc ción, tanto de las partes como de los testigos. Una dispo si ción

impor tante de esta Orden Ejecu tiva fue que suprimió el recurso de apela -

ción en estos casos: a) contra senten cias de los alcaldes en materia de

simple policía y las que contu vieran conde na ciones penales; b) contra las

senten cias en materia correc cional de los juzgados de primera instancia; c)

contra las senten cias de las cortes de apela ción en materia criminal. El Art. 

7 de esa dispo si ción legal indi caba que “Las Cortes de Apela ción cono cerán

en primera y única instancia, bajo el título de Tribu nales Crimi nales, de todas

las infrac ciones que las leyes castigan con penas aflic tivas o infa mantes, o infa -

mantes sola mente”.

También en 1919 se dictó una Orden Ejecu tiva, la No. 258 que decía:

“1.-Queda termi nan te mente prohi bido en la Repú blica el uso de barras, cepos y 

otros instru mentos de castigo que impidan al preso poder andar. 2.- Los

llamados grillos y esposas se usarán sola mente por funcio na rios o empleados

públicos, en circuns tan cias espe ciales, y por el tiempo abso lu ta mente nece sario

para la segu ridad del preso”.659
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El interés legal fue fijado en un 1% mensual, mediante Orden Ejecu tiva 

No. 312 del año 1919. En 1920 se dictó la Orden Ejecu tiva No. 419 que

modi ficó la ley de Libertad bajo Fianza del año 1915 y se dictó la No. 435

de Libertad bajo Palabra. Esta ultima ley además rebajó en a la cuarta

parte, el tiempo de encar ce la miento de toda persona en prisión por causas

crimi nales o correc cio nales. 

En 1920, se dictó la Ley “Sobre Asocia ciones que no tengan por objeto un

bene ficio pecu niario”. Esta ley (vigente aún en 2003), esta bleció un nuevo

género de sociedad civil no prevista en el Código Civil ni en el de Comercio. 

Tan pronto se promulgó, una serie de insti tu ciones privadas se acogieron a

ella, incor po rán dose como asocia ciones in fines de lucro. Las primeras

fueron: Santo Domingo Country Club, Casino de la Juventud, Club

Unión (1920), Sociedad de Socorro Mutuo Liga Masó nica, Respe table

Logia Luz Brillante de Sánchez (1921), Casa de España, Sociedad 2 de

Junio de San Pedro Macorís y Casino Central de La Vega (1922).660

Entre los años 1921 y 1922 el Gobierno Militar suprimió y fusionó

varios tribu nales de primera instancia, en una serie de confusas dispo si -

ciones que aparecen en las Ordenes Ejecu tivas Nos. 595, 711, 713, 793 y

794. Aparen te mente razones econó micas indu jeron a las auto ri dades a

tomar estas dispo si ciones, que indu da ble mente crearon un caos en la admi -

nis tra ción de la justicia.

En pare cido sentido, en 1921 la Orden Ejecu tiva No. 683 modi ficó la

Ley de Orga ni za ción Judi cial del año 1908, para esta blecer una Corte de

Apela ción adicional a las dos exis tentes, en Santo Domingo y Santiago. La 

nueva Corte tendría su asiento en La Vega. Sin embargo, al año siguiente

esa dispo si ción fue anulada y quedaron sola mente dos cortes de apela ción,

como antes, una en Santo Domingo y la otra en Santiago.

Las Cámaras de Cali fi ca ción fueron supri midas por la Orden Ejecu tiva

No. 366, y sola mente los jueces de instruc ción quedaron con la atri bu ción
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de cali ficar los procesos en materia penal. En lugar de esas Cámaras se esta -

ble cieron los Jurados de Oposi ción, compuestos por el mismo juez de

instruc ción, un alcalde del Distrito Judi cial y un Síndico Muni cipal. 

Varias modi fi ca ciones a los códigos nacio nales tuvieron lugar durante

este período de ocupa ción militar. El Código Penal fue modi fi cado en sus

Art. 52 y 175. Los artículos 55, 77, 79 y 81 del Código Civil fueron igual -

mente modi fi cados para que quedasen en armonía con una serie de dispo si -

ciones sobre Estado Civil. El Art. 16 de ese mismo Código fue refor mado

para llevar la fianza del extran jero tran seúnte a la materia comer cial, que

estaba excluida en el texto original. El Código de Comercio fue modi fi cado

en sus Arts. 110 y 618. El Código de Proce di miento Civil fue objeto de

modi fi ca ciones en sus Arts. 166 y 167 y el de Proce di miento Criminal en

su Art. 94.

Otras leyes impor tantes dictadas por el Gobierno Militar durante la

ocupa ción fueron la Orden Ejecu tiva No. 198 sobre la forma de obtener

exequatur los abogados y que regu laba la suspen sión de ellos por faltas

graves. La No. 168 de Pensión Alimen ticia a los hijos menores, la No. 257 

que ordenó el esta ble ci miento de una Peni ten ciaria Nacional, la No. 282

que creó un Impuesto a la Propiedad Terri to rial, la primera ley de Prés tamo

con Prenda sin Desa po de ra miento (O.E. No. 291), También la No. 330

que auto ri zaba a los Alcaldes a prohibir a los “pica pleitos” a repre sentar a

clientes, si eran “personas de incon ducta notoria, de mala fama o insti ga dores

o fomen ta dores de lítis”. La No. 482 de Dominio Eminente y la No. 572

que regu laba las funciones de Guar da cam pes tres, a quienes otorgó

funciones poli ciales en las parcelas que custo diaban. 

La Orden Ejecu tiva No. 528, modi fi cando la Ley de Orga ni za ción

Judi cial dispuso que “los jueces pueden conocer de las causas en que postulen

abogados que sean parientes o afines suyos, siempre que dichos abogados no

tengan interés personal en el litigio o asunto que defiendan”. 

En 1920 la Orden Ejecu tiva No. 548 dispuso declinar ante los Tribu -

nales Mili tares nortea me ri canos, todas las demandas que se elevaren ante

los tribu nales ordi na rios, en daños y perjui cios resul tantes de la ejecu ción
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de alguna Orden Ejecu tiva. De ese modo las auto ri dades de la inter ven ción 

se asegu raban que ellos mismos juzgaran las demandas .en contra del

propio Gobierno militar por quienes se creyesen perju di cados por alguna

dispo si ción de tipo legal dictadas por ellos mismos. 

Por supuesto, la más impor tante de todas las dispo si ciones de tipo legal

fue la No. 511, llamada Ley de Registro de Tierras, que por su tras cen -

dencia y efectos a largo plazo será tratada en una sección aparte. 

El Nue vo Ré gi men Inmo bi liar

Una de las grandes preo cu pa ciones del gobierno militar nortea me ri cano, fue

solu cionar el caos exis tente en Repú blica Domi ni cana en el sistema de registro

de la propiedad terri to rial. Desde antes de la inter ven ción, los funcio na rios

nortea me ri cano conti nua mente criti caban la forma en que estaba divi dida la

tierra y la fragi lidad de prueba del derecho de propiedad, advir tiendo que eran

obstáculos para la inver sión de fondos en inmue bles en Repú blica Domi ni cana.

En junio 17 de 1911, tras apro barse la ley de Parti ción de Terrenos Comu -

neros, el Cónsul nortea me ri cano en Santo Domingo, le comu ni caba a su Secre -

tario de Estado lo siguiente (traduc ción del autor): “en vista de las algo activas

opera ciones por ameri canos en la compra de tierra durante el año pasado en

este país, y como la mayoría de la tierra en Santo Domingo es tenida bajo el

sistema comunal, debo hacer una breve pequeña expli ca ción siguiente sobre su

origen.” Después de hacer un recuento histó rico sobre los terrenos comu -

neros, el Cónsul continua diciendo: “bajo el método ante rior, natu ral mente se 

sigue que el engaño se ha prac ti cado y se dice común mente que al menos el 80% 

de las grandes tenen cias de tierra en Santo Domingo, es de intrusos y que

sostienen su tierra a fuerza de un cercado y con la influencia del gobierno

central. El país ha sido y se encuentra inun dado de titulas otor gados por Nota -

rios ines cru pu losos, y es con el propó sito de reme diar este fraude entre nota rios

que la Ley que prohibe alienar o vender tierra comu nera fue adop tada por el

Congreso en el año 1907.” 661 
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Tres años después, el Ministro ameri cano en Santo Domingo, James

Sullivan le decía a su Secre tario de Estado, el 1ro. de mayo del 1914:

“Deseo informa al Depar ta mento que muchos ameri canos han soli ci tado la

promul ga ción por el Gobierno de alguna ley de registro que proteja las inver -

siones en tierras. Si el Depar ta mento lo consi dera acon se jable, reco miendo que

un proyecto se prepare bajo el sistema Torrens por ese Depar ta mento, y con el

permiso del Depar ta mento yo suge riría apro ba ción del mismo como ley, cuya

suge rencia estoy seguro sería reci bida favo ra ble mente.”662 En respuesta, el 8

de julio de 1914, el Depar ta mento de Estado le infor maba a su Ministro en 

Santo Domingo que: “de acuerdo con la suge rencia del Sr. Sullivan de que

una ley de registro inmo bi liario sea prepa rada por el gobierno domi ni cano, se le

enviaba un panfleto titu lado: Ley para proveer la adju di ca ción y el registro de

tierras para las Islas Fili pinas; promul gado en noviembre de 1902. Esta ley se

basa en el sistema Torrens de registro de tierras, y podría, con los cambios apro -

piados, adap tarse a las condi ciones preva le cientes en la Repú blica Domi ni -

cana”. 663 Ese es el origen del sistema Torrens en Repú blica Domi ni cana,

excepto que no fue el Congreso Domi ni cano que dictó la ley en 1914, sino

los propios nortea me ri canos cuatro años después, en 1920, como Ley de

Registro de Tierras. 

En el proceso de elaborar la ley, los nortea me ri canos buscaron la ayuda

de Fran cisco J. Peynado un abogado local muy vincu lado a los inte reses

inmo bi lia rios extran jeros. El 24 de julio de 1919 el Ministro Ameri cano

Russell le infor maba al Secre tario de Estado en Washington, lo siguiente

(traduc ción de autor): “La cues tión de los títulos de tierra en la Repú blica

Domi ni cana, es uno de los mas confusos y morti fi cantes que hemos tenido que

afrontar desde el esta ble ci miento del Gobierno Militar. Un proyecto completo

para una ley de divi sión de las tierras comu neras, el primer paso en el proceso de 

la reforma, ha sido some tido al Gobierno Militar y está consi de rando. El

próximo paso será el esta ble ci miento de un sistema de registro de los títulos de
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tierra, basado en el sistema Torrens adap tado a los condi ciones locales. El Sr.

Fran cisco J. Peynado, un muy eminente abogado domi ni cano, ex Ministro en

Washington, ha formu lado el proyecto de ley de divi sión de las tierras comu -

neras, y ahora esta ocupado en el proyecto de la de registro de títulos. ...”

Luego de algunas otras consi de ra ciones, la carta del Ministro termina

diciendo: “Tendremos que quedarnos aquí con nues tras fuerzas para asegurar

la ejecu ción de la reforma”.664 

Parece que los dos proyectos de leyes que menciona el Ministro Russell

fueron fusio nados en uno solo.

Pero el propio Peynado tuvo serias dudas de que el ante pro yecto presen -
tado fuera conve niente. En una extensa carta que dirigió al Coronel Lane,
Encar gado de la cartera de Justicia el 15 de diciembre de 1919, le seña laba
la exis tencia de elementos exógenos al sistema judi cial domi ni cano. Citaba
términos e insti tu ciones inexis tentes en el país que apare cían en el
proyecto, como por ejemplo un tribunal espe cial llamado “Court of Record”, 
el “Trust”, la “probate juris dic tion”, el “atta cha ment”, 
etc. Igual mente Peynado se oponía de forma muy
radical a que la ley auto ri zase a que abogados y agri -
men sores nortea me ri canos pudieren ejercer en
materia de tierras en el país sin tener exce quátur y
que fuese el Ministro de Justicia quien diese las
auto ri za ciones y esco giera los actores de los
procesos de sanea miento. Peynado temía que una
ley así tuviese “el propó sito precon ce bido de despojar
de sus dere chos a los pobres campe sinos” Final mente
le decía al Gobierno Militar que “confío en que ese
Proyecto no será apro bado, y en que ninguna ley que se 
dicte para el arreglo de los títulos de propiedad en este
país esta ble cerá desi gual dades odiosas ni viola ciones a
nuestro Pacto Funda mental”.665
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El Pri mer Cer ti fi ca do de Tí tu los bajo la

 Ley de Re gis tro de Tie rras



En muchos aspectos, el Gobierno Militar acogió las suge ren cias de

Peynado al momento de dictar la Ley que fue la No. 511 de fecha 1º. de

julio del año 1920. Se publi caron dos textos oficiales, uno en español y el

otro en ingles. 

Es impor tante consignar el preám bulo de esa ley, tal como que final -

mente fue dictada, por la tras cen dencia de la misma y sus conse cuen cias a

largo plazo en el derecho domi ni cano:

“Por Cuanto: Es notorio el hecho de que muchos títulos de terrenos en Santo 

Domingo son tan confusos y dudosos que impiden el fomento de la riqueza del

país, se prestan al fraude y al chan taje en gran escala, y dan origen a que los

verda deros dueños se vean despo jados de sus tierras, lo cual da lugar a desor -

denes y alte ra ción de la paz y a que se pierda la confianza en el Gobierno; Por

Cuanto: este estado de cosas se ha dado a conocer ante rior mente, en varias

proclamas, decretos y leyes; pero han resul tado infruc tuosos y de poca o

ninguna utilidad cuantos esfuerzos se han hecho, por medio de leyes, y de otros

modos, con el fin de reme diar el mal; Por Cuanto: Para reme diar este estado de

cosas, esta blecer la confianza en los dere chos de propiedad, y devolver la tran -

qui lidad al país, es nece saria una medida enér gica que deter mine los verda deros

dere chos de propiedad de las tierras y obli guen a su registro según un método

cien tí fico; Por Cuanto: Los tribu nales exis tentes están sobre car gados de

trabajo, con asuntos crimi nales y civiles, y se hace sentir la nece sidad de un

tribunal espe cial que se ocupe exclu si va mente en solu cionar el problema de los

títulos de propiedad a fin de que esto se resuelva de modo satis fac torio”.666

Como se habrá visto, los argu mentos esgri midos por el Gobierno

Militar para justi ficar esta legis la ción tan nove dosa, fueron a) la confu sión

exis tente bajo el sistema de los terrenos comu neros; b) el despojo de las

tierras por el fraude y el chan taje; c) el desorden y la alte ra ción de la paz

publica. Bonilla Atiles, en su obra, refuta estas justi fi ca ciones con la

siguiente expli ca ción:
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“De estos tres alegatos noso tros solo acep tamos el primero. La situa ción de

la propiedad inmueble tiene un origen confuso, confuso también es su desen vol -

vi miento. Pero esta confu sión no es pecu liar en Santo Domingo, es universal y

solo se ha pensado en ella después que se ha visto la extrema faci lidad que vio

Ricardo Torrens por primera vez en 1858. Esta confu sión dio lugar a que se

creara el sistema en Australia, a que se reci biera luego en Ingla terra y Estados

Unidos”.667

Esta nueva e impor tante ley, al crear el Tribunal de Tierras, esta bleció

excep ciones impor tantes al prin cipio de selec ción de los jueces. Esta bleció,

en su Art. 3, entre las condi ciones para ser juez estaba: “haber sido juez de

un Tribunal de Primera Instancia o de otro Tribunal Supe rior de la Repú blica

Domi ni cana, o en un tribunal de los Estados Unidos o de cual quier pose sión

insular de los mismos.” También dispuso que serían esco gidos por el Poder

Ejecu tivo y por periodos de cinco años. Un tiempo después de dictada la

ley, el Gobierno Militar escogió los primeros jueces del Tribunal Supe rior

de Tierras, encar gados de ponerla en ejecu ción. Ellos fueron dos jueces

nortea me ri canos, Ostrand y Jackson, y el domi ni cano Manuel de Jesús

Tron coso de la Concha, quedando Ostrand como Juez Presi dente.668 Se

dispuso un partida de $60,000 para los gastos iniciales del Tribunal de

Tierras.

La nueva legis la ción de tierras intro dujo un elemento exógeno en el

derecho domi ni cano. Sus prin ci pales dife ren cias con el derecho común son 

que elimina la pres crip ción en materia de dere chos regis trados, los

conflictos son resueltos “erga omnes”, hay un sistema de publi cidad inmo -

bi liaria, y los títulos de propiedad otor gados una vez saneado un inmueble,

son inata ca bles y defi ni tivos. Los prin ci pios del sistema Torrens los resume

Ruiz Tejada en cinco: la publi cidad, la lega lidad, la auten ti cidad y la espe -

cia lidad. Esas cinco carac te rís ticas el autor las explica así: 
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“La publi cidad, con el propó sito de que haya una fuente de infor ma ción

para los terceros, la lega lidad, para que no se registre y no se tras mita ningún

derecho que no haya sido previa mente depu rado; la auten ti cidad, para que el

titular de ese derecho esté provisto de un acto, por medio del cual quede inves tido 

del citado derecho; acto que, por emanar de un funcio nario compe tente para

expe dirlo, se le debe entera fe; y la espe cia lidad, para indi vi dua lizar previa mente 

el inmueble y para atri buirle en el registro un lugar espe cial, parti cular, propio,

en el cual todos los inci dentes de su vida jurí dica quedaran refle jados como un

espejo”. 669

Una vez creado el Tribunal de Tierras, se esta ble cieron además dos

nuevas insti tu ciones en nuestra orga ni za ción judi cial: la Direc ción

General de Mensuras Catas trales y los Regis tros de Títulos. 

Origi nal mente, las senten cias dictadas por el Tribunal de Tierras no

eran suscep ti bles del recurso de casa ción, pero a partir de la Orden Ejecu -

tiva No. 799 del 1922, se esta bleció que ese recurso extraor di nario

quedaba abierto contra los fallos defi ni tivos del Tribunal Supe rior de

Tierras, pero sujeto a un proce di miento que variaba del ordi nario para los

asuntos civiles, comer ciales y penales.

El recién creado Tribunal de Tierras empezó a funcionar ense guida. Los

sueldos de los jueces fueron fijados por el Art. 23 la propia ley, de este

modo: El Presi dente del Tribunal $500 mensuales, los demás jueces del

mismo $583, los de juris dic ción original $500 y el Secre tario del Tribunal

$416. El primer Certi fi cado de Título de Santo Domingo fue emitido el

26 de septiembre de 1922 a favor de Rafael Mejía Herrera, y se trataba de

la Parcela No. 1 del Distrito Catas tral No. 1 de la Provincia de Santo

Domingo. 670

Un hecho curioso es que la Suprema Corte de Justicia consi deró que los

Jueces del Tribunal de Tierras no formaban parte del Poder Judi cial y por lo

Historia del Poder Judicial Dominicano

378

669 Ruiz Tejada, Manuel Ramón. Estudio sobre la Propiedad Inmo bi liaria en la Rep. Dom. Pág.
147.

670 
Ver archivo del Registro de Títulos del Distrito Nacional. 



tanto a ellos no se le apli caban las restric ciones que a los demás jueces del

orden judi cial. En efecto, por una sentencia de casa ción del 13 de

diciembre de 1922,en un alegato de que un juez del Tribunal de Tierras

había actuado como abogado de una parte en un litigio civil, dicha Corte

indicó: “Consi de rando que la dispo si ción del art. 86 que prohibe a las partes

encargar de su defensa sea verbal sea por escrito ni aun a título de consulta a los 

jueces en acti vidad de servicio y a los fiscales, aunque se refiera a pleitos que se

ventilen en tribu nales dife rentes de aque llos en donde ejercen sus funciones, es

una dispo si ción disci pli naria apli ca bles sola mente en el caso de jueces y fiscales

de los Tribu nales en los cuales reside en Poder Judi cial de la Repú blica, y el

Tribunal de Tierras no puede de consi de rarse incluido en esa cate goría, 1º.

Porque, como lo deno mina la Orden Ejecu tiva No. 511, que lo creó es “un

Tribunal espe cial que actuará exclu si va mente en todos los proce di mientos para

el registro de acuerdo con esta Ley de todos los títulos de terrenos, edifi cios o

mejoras perma nentes o de cual quier interés en los mismos que están situados en 

la Repú blica Domi ni cana, tendrá facultad para conocer y deter minar todas las

cues tiones que emanen de dichos proce di mientos, inclu yendo el deslinde,

mensura y parti ción de terrenos comu neros; 2º. Porque sus miem bros pueden

ser extran jeros, son nombrados por el Poder Ejecu tivo y duran en sus funciones

cinco años; y no están some tidos al Poder Disci pli nario de la Suprema Corte de

Justicia, 3º. Porque las deci siones del Tribunal de Tierras no eran suscep ti bles

de casa ción antes de la Orden Ejecu tiva No. 799 y después de ello no lo son

conforme a la Ley de Proce di miento de Casa ción, sino de las dispo si ciones

espe ciales de dicha Orden Ejecu tiva; 4º. Porque dicho Tribunal funciona de

acuerdo con el proce di miento espe cial esta ble cido por la Orden Ejecu tiva No.

511 y no con el Código de proce di miento civil, 5º. Porque si la dispo si ción del

Art. 86 del Código de Proce di miento Civil compren diese a los miem bros del

Tribunal de Tierras, tendría razón de ser la del art. 21 de la Orden Ejecu tiva

No. 511 que dice así: El Fiscal y los fiscales auxi liares debe ser abogados y

limi tarán su profe sión a los deberes de abogados del Gobierno”.671
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Esta inte re sante sentencia parece indicar que los jueces domi ni canos del 

orden judi cial normal, tenían cierta animad ver sión contra los del Tribunal

de Tierras creado por las auto ri dades mili tares nortea me ri canas y no los

consi de raban como miem bros de la Judi ca tura nacional, sino simples

abogados que podían postular como tales en las mate rias ordi na rias. 

Fin del Pe río do, Pro ce so de De so cu pa ción

La fuerte presión interna de los domi ni canos, junto a cons tantes

críticas en muchas otras naciones, espe cial mente en América Latina, indu -

jeron a los nortea me ri canos a buscar una salida al atolla dero en que se

habían metido en Repú blica Domi ni cana en 1916. Un cambio de admi -

nis tra ción en Washington también favo reció la búsqueda de una salida.

Wodrow Wilson en cuyo mandato se inicio la ocupa ción, fue susti tuido en

1921 por Warren Harding, del partido opuesto. 

Varias propuestas fueron some tidas desde Washington, siempre conte -

niendo acuerdos que mante nían bastante control nortea me ri cano en el

país. La opinión de los grupos más repre sen ta tivos entre los domi ni canos,

exigían “la deso cu pa ción pura y simple” Ellos propug naban porque se resta -

ble ciera el “status quo ante”, y la repo si ción de Fran cisco Henrí quez y

Carvajal a la Presi dencia para la cual había sido esco gido por los domi ni -

canos en 1916.

Los nortea me ri canos querían, al dejar el país, mantener el mayor

control posible sobre la Repú blica Domi ni cana, espe cial mente en los

aspectos finan cieros y mili tares, y no estaban dispuestos a aban donar el

país sin alguna garantía en ese sentido. Final mente, tras muchas

propuestas y largas nego cia ciones que debi li taron la firme posi ción de lo

nacio na listas, se llegó a un acuerdo de deso cu pa ción que vino a llamarse el

“Plan Hughes-Peynado” por los apellidos de sus nego cia dores, el Secre tario

de Estado nortea me ri cano Charles Evans Hughes y el repre sen tante domi -

ni cano Fran cisco J. Peynado, a quien ya se he mencio nado como el

abogado que elaboró la Ley de Registro de Tierras del 1920. Este plan

implicó a la elec ción por líderes polí ticos domi ni canos de un Presi dente
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Provi sional, quien promul garía la legis la ción nece saria para el retorno al

régimen cons ti tu cional. Las exigen cias nortea me ri canas fueron que el

futuro gobierno nacional reco no ciera la mayoría de las dispo si ciones

legales, contratos, pres tamos y compro misos asumidos por el Gobierno

Militar. El Plan fue apro bado en Septiembre 19 del 1922 y entre un grupo

de polí ticos domi ni canos se escogió a Juan Bautista Vicini Burgos como

Presi dente Provi sional el 1ro. de octubre, quien tomó pose sión el 21 de ese

mes y al designar a su gabi nete nombró a Caye tano Armando Rodrí guez

como Secre tario de Justicia e Instruc ción Pública. Este fue poste rior mente 

susti tuido por Furcy Caste llanos en diciembre de 1923.

En lo tocante a la justicia y al poder judi cial, el acuerdo de evacua ción

dispuso dos medidas. La primera era que durante el gobierno de Vicini

Burgos: “El personal de los Depar ta mentos no se cambiará durante el ejer cicio

del Gobierno Provi sional sino por causa debidamente justi fi cada y los jueces y

demás funcio na rios del Poder Judi cial no podrán ser remo vidos sino en el mismo 

caso” y que insta lado el nuevo gobierno “Los miem bros del Poder Judi cial

serán elegidos de acuerdo con la Cons ti tu ción”.672 No quedó claro a cúal cons -

ti tu ción se refería. Se pretendía de que se estaba bajo la ficción de que aún

perma necía vigente la del 1908, pero en el acuerdo se hablaba de que el

Congreso que surgiría de las elec ciones previstas en el Acuerdo, haría las

reformas nece sa rias a la Cons ti tu ción. Esas suti lezas cons ti tu cio nales no

se acla raron. Pero el hecho fue, como se ha visto, que durante el periodo de

la inter ven ción militar, los jueces fueron nombrados por el oficial nortea -

me ri cano que ocupaba el Minis terio de Justicia e Instruc ción Pública,

quien desig naba y desti tuía a voluntad a todos los funcio na rios civiles y

judi ciales.

El gobierno provi sional diri gido por Vicini Burgos se limitó a preparar el 

país para el retorno a la norma lidad insti tu cional, dictando una serie de

leyes funda men tales, como lo fueron la Ley Elec toral y las leyes sobre
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portes de armas de fuego y armas blancas. En el aspecto judi cial las únicas

dispo si ciones fueron las que orde naron el resta ble ci miento de algunos

juzgados de instruc ción y alcal días, que como vimos habían sido abolidos

por el gobierno militar, así como una ley que creaba los Consejos de Guerra

para juzgar a los miem bros de la Policía Nacional Domi ni cana, que fue

como se llamó el cuerpo militar que los nortea me ri canos dejaron en el país

para la conser va ción del orden público.

Bajo el Plan de Evacua ción se cele braron elec ciones para legis la dores y

para Presi dente en marzo de 1924. El 12 de julio siguiente tomó pose sión

el Presi dente electo Horacio Vásquez y las tropas nortea me ri canas aban do -

naron el país pocos días después. 

Así terminó este inter ludio con los aspectos tan nega tivos que arro jaron

sobre la justicia y el derecho en Repú blica Domi ni cana. Se piensa que el

único elemento perma nente y posi tivo que los nortea me ri canos dejaron en

la Repú blica Domi ni cana en materia legal y judi cial fue el Sistema Torrens

con su Tribunal de Tierras. 
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